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Resumen 

El problema de la violencia es grave en la región latinoamericana. 
Más allá del impacto que la misma tiene en la pérdida de vidas 
humanas y en el desarrollo económico, la violencia también puede 
afectar los procesos de búsqueda de la democracia por la vía de trans­
formar la cultura política de los latinoameri_c,mos. Frente a la au­
sencia de respuestas sociales y políticas efectivas a los elevados ni­
veles de inseguridad pública, muchos ciudadanos dejan de partici­
par social y políticamente, comienzan a albergar actitudes autorita­
rias, desconfían de las instituciones y de los mecanismos legales 
para resolver sus problemas y se suman al apoyo de figuras políti­
cas autoritarias. 

Nadie duda hoy en día de que la violencia 
constituye uno de los principales males que aque­
jan a las sociedades modernas en todo el globo. 
Sin embargo, no todas las regiones y países del 
mundo son afectados por la violencia de la misma 
forma y con la misma magnitud. De acuerdo a 
datos del Banco Mundial, América Latina y el Ca­
ribe constituyen las regiones más violentas del mun-

do con tasas de homicidio que rondan las 20 muer­
tes por cada 100 000 habitantes (Ayres, 1998); 
otros estudios han mostrado que en esta misma re­
gión, una persona de entre 15 y 60 años tiene la 
más alta probabilidad de morir asesinado que en 
cualquier otra región del mundo (Murray y López, 
1995). No obstante y lejos de lo que ha sido la nota 
predominante en Latinoamérica en la segunda mit­
ad del siglo XX, la violencia que predomina ac-
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tualmente en esta región del mundo no tiene moti­
vaciones políticas o no se da dentro de un estado 
de guerra civil, con excepción de Colombia y al­
gunos focos de conflictividad política en México. 

La mayor parte de la violencia que afecta a las 
sociedades latinoamericanas, en la actualidad, pro­
viene de un sensible incremento de la criminalidad 
urbana, de la violencia generada aparentemente por 
las desigualdades económicas (Fanjzylber y otros, 
1998) y por lo que se ha dado en llamar la "cultu­
ra de violencia" --o subcultura de la violencia, 
según Geen (en Morales y Arias, 1999}-, que 
afecta en aquellas regiones donde existe un largo 
historial de relaciones socioeconómicas basadas en 
la dominación de la tierra y la fuerza de trabajo 
(Alvarenga, 1996). En cambio, en otras regiones del 
mundo, la violencia contemporánea está más vin­
culada a los conflictos étnicos --que han degene­
rado en guerras civiles, como el sur de Europa y el 
Oriente medio-- y a los conflictos de orden políti­
co, como en el África subsahariana. 

Esta violencia "social" que prevalece en Amé­
rica Latina y el Caribe tiene un carácter propio 
que la diferencia de los otros tipos de violencia. 
Puede aparecer en cualquier lado y victimizar a 
cualquier ciudadano, esto es, es impredecible y es 
difusa. Ello provoca en los ciudadados sentimien­
tos de incertidumbre e inseguridad, sobre todo 
cuando el problema se vuelve endémico --como 
sucede en nuestros países- y cuando el Estado da 
muestras de ser incapaz de lidiar con la violencia, 
cuando no de tolerarla tácitamente. En estas cir­
cunstancias, en las que la violencia, la criminali­
dad y la inseguridad ciudadana dominan las discu­
siones sociales, surgen o se fortalecen actitudes y 
valores que, en la búsqueda de mayor protección y 
seguridad ante la sensación difusa de amenaza, se 
instalan en la cultura política de los ciudadanos y 
llegan a cuestionar la validez y legitimidad del ré­
gimen que otorga libertades y que respeta los de­
rechos humanos y civiles de la población (Rati­
noff, 1996), al tiempo que comienzan a generar 
simpatías claras por acciones contra la frágil 
institucionalidad democrática donde la hay y por 
opciones políticas -ya sea dentro del sistema 
como fuera de él- que atenten contra el régimen. 

Independientemente de qué tan democráticos 
sean considerados los países latinoamericanos en 
la actualidad, no hay duda de que en la última 
década la mayoría de países de esta región ha in­
tentado alejarse --con éxito variable- de su pasa-
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do de autoritarismo. La violencia que afecta a las 
sociedades latinoamericanas no sólo representa un 
obstáculo para el desarrollo económico, en la me­
dida en que atenta en contra de la integridad física 
de los ciudadanos, de la infraestructura del país y 
dificulta proyectos de inversión, sino que además 
puede constituir un riesgo para los procesos de bús­
queda de la democracia en los países latinoameri­
canos por la vía de fortalecer una cultura política 
que ignora la participación ciudadana, privilegia el 
orden y la autoridad extremas por sobre las liberta­
des y los derechos fundamentales de los individuos 
y apoya opciones políticas de corte autoritario. 

Este pequeño artículo intenta abordar las in­
trincadas relaciones entre violencia y cultura polí­
tica y cómo ellas terminan afectando la búsqueda 
de la democracia en la región. Esto se hace pen­
sando en los países latinoamericanos, especial­
mente en Centroamérica, en donde los niveles de 
violencia delincuencia) han alcanzado cotas impre­
sionantes en la última década y desde donde ·se 
escriben estas reflexiones. 

l. La magnitud del problema de la violencia 

Históricamente, Latinoamérica siempre ha de­
bido enfrentar el problema de la violencia. A lo 
largo del siglo XX, y aún más antes, la violencia 
ha dominado la vida social de los ciudadanos. La 
violencia de la conquista y la colonización dio 
paso a la violencia de la emancipación colonial y 
ésta rápidamente se confundió con los conflictos 
entre los caudillos y las élites criollas que, en el 
caso de Centroamérica, se repartieron las tierras y 
formaron países de provincias y de latifundios. En 
varios países surgió, entonces, la violencia de ca­
rácter socioeconómico, la que luego se transformó 
en violencia política, de represión y de guerra civil 
(González, 1997). 

El fin de siglo encuentra a los países latinoa­
mericanos con problemas de violencia que, en su 
mayoría, ya no parecen tener motivaciones políti­
cas y tampoco parecen estar marcadas por el en­
frentamiento entre clases económicas, sino más 
bien están motivadas, por un lado, por el crimen 
común y corriente junto con las expresiones de 
violencia doméstica, intrafamiliar e interpersonal; 
y, por otro, por una escalada de actividades ilíci­
tas, como el narcotráfico, las bandas del crimen 
organizado y los traficantes de migrantes. En ca­
sos excepcionales, este fenómeno coexiste con fo­
cos de violencia política, como sucede en Colom-
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bia y en ciertas regiones de México, pero, en tér­
minos generales, la violencia latinoamericana de­
pende más de las interacciones sociales que ocu­
rren en las calles, en las escuelas y en los hogares 
que las que ocurren en los círculos de poder políti­
co -sin negar la responsabilidad de éste-. 

Esto hace que, en América Latina, la violencia 
haya alcanzado niveles sin precedentes en el mun­
do, de tal manera que la tasa promedio de homici­
dios para la región sea la más elevada de todo el 
globo. De hecho, un "cuadro" de violencia epidé­
mica se encuentra en aquellas regiones en donde 
las tasas superan las 10 muertes por cada 100 mil 
habitantes (Rattinoff, íbíd.). La mayoría de países 
latinoamericanos enfrentan tasas por encima de 
ese umbral. Pero no todos los países de la región 
son igualmente violentos. Las estadísticas a las 
que se tiene acceso indican que países como Co­
lombia, El Salvador y Guatemala enfrentan tasas 
de homicidio por cien mil habitantes que rondan el 
centenar de muertes por asesinato, en tanto que 
países como Uruguay, Chile y Costa Rica, las ta­
sas difícilmente superan las ocho muertes por cada 
100 mil habitantes. Sin embargo, hay razones para 
pensar que muchos de los países cuyas cifras son 
conservadoras, enfrentan un problema más grave. 

Por años se ha considerado a Colombia el país 
más violento de América Latina y sus problemas 
de narcotráfico, guerrilla y sicariato han contribui­
do a esa imagen pública. Colombia, sin embargo, 
ha desarrollado y tenido durante años un efectivo 
sistema de registro de violencia, tanto local como 
nacional, que le ha permitido tener un envidiable 
monitoreo del problema desde diversas fuentes 
(Rubio, 1998; Gaitán y Díaz, 1994; Concha, et al., 
1994) y que le ha acreditado como el país más 
violento de la región; pero en la medida en que en 
otros países se están llevando a cabo esfuerzos sis­
temáticos para medir la magnitud de la violencia y 
se dejan de utilizar los arcaicos sistemas de regis­
tros, la evidencia de elevados índices de violencia 
aparece de forma clara 2

• De tal manera que es 

muy probable que el nivel de violencia en la re­
gión sea mucho más alto del que usualmente se ha 
creído, sobre todo porque la mayor parte de los 
países de la región adolecen de protocolos inade­
cuados para registrarla 3 • 

Los módulos de victimización de las encuestas 
de opinión pública regionales, como el Latinobaró­
metro, están contribuyendo a dimensionar el pro­
blema de la violencia criminal en el área, más allá 
de las tasas de homicidio. Los sondeos muestran 
que, en la mayoría de países, el porcentaje de fami­
lias que han sufrido robo y asalto en un año supera 
al 30 por ciento. Lo que significa que en Latinoamé­
rica, en el tanscurso de un año, alrededor de uno 
de cada tres hogares sufre la violencia contra la 
propiedad (ver Cuadro 1 ). 

Ahora bien, la violencia, sobre todo la de or­
den delincuencia!, no sólo genera inseguridad en 
aquellos países y regiones donde cobra muchas víc­
timas, sino también en donde se percibe así, in­
dependientemente de si esto tiene un correlato ob­
jetivo. En otras palabras, la inseguridad generada 
por la violencia no sólo tiene que ver con la vio­
lencia misma sino, obviamente, con la percepción 
que sobre ella se tiene. El énfasis de los medios de 
comunicación en el tema y el uso político que so­
bre el problema se suele hacer contribuye a ese 
clima de inseguridad. En Centroamérica, por ejem­
plo, la delincuencia o la violencia criminal consti­
tuye, desde hace algunos años, uno de los princi­
pales problemas señalados por la población en to­
dos los países centroamericanos, y la inseguridad 
ciudadana provocada por aquélla domina buena 
parte de los sentimientos ciudadanos (Proyecto Es­
tado de la Región, 1999). Países como Chile y Costa 
Rica, sin duda, han experimentado aumentos sig­
nificativos, desde su propios parámetros, en los ni­
veles de violencia en los últimos años, pero a juz­
gar por la comparación de sus tasas de homicidio 
y sus niveles de victimización con otros países, 
tienen niveles más bien bajos y focalizados de vio­
lencia en comparación con el resto de países de la 

2. Por ejemplo, el estudio patrocinado por el Banco Interamericano de Desarrollo en El Salvador "descubrió" que 
las tasas salvadoreñas de mediados de los noventa estaban muy por encima de los 100 homicidios por cada cien 
mil habitantes (Cruz y González, 1997). Un estudio en curso en Guatemala apunta, en la actualidad, a una 
magnitud cercana y los anuarios municipales de algunas ciudades hondureñas revelan números de homicidios 
que implicarían tasas por encima de los 75 asesinatos por cada 100 mil habitantes, en los últimos años. 

3. De hecho, en una publicación más reciente, el Banco Interamericano de Desarrollo acusa una tasa regional de 30 
homicidios por cada 100 mil habitantes (Londoño y Guerrero, 1999). 
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región. Sin embargo, la percepción de inseguridad 
de los ciudadanos en tales países es, en buena me­
dida, semejante al del resto de países y muchas de 
sus actitudes parecen responder más a un contexto 
de mucha violencia, que al ambiente relativamente 
controlable que aún subsiste en esos países. 

Cuadro 1 
Víctimas de robo y asalto en la familia, 

según país 

Tasas de 
% de la homicidio 

País población x 100 000 habs. 
víctima• en los noventa 

Guatemala 54.9 nd 
México 47.7 17.8 b 

El Salvador 47.1 92.6 e 

Venezuela 43.9 22.3 d 

Ecuador 39.2 nd 
Colombia 37.4 89.5 b 

Perú 36.8 11.5 b 

Honduras 36.3 nd 
Nicaragua 35.7 nd 
Paraguay 35.1 4.0 b 

Argentina 34.2 4.8 b 

Brasil 33.9 19.7 b 

Bolivia 32.8 nd 
Costa Rica 32.7 7.1 e 

Chile 32.0 3.0 b 

Panamá 25.1 10.9 b 

Uruguay 21.4 4.4 b 

Fuentes: (a) Londoño y Guerrero (1999), citando el 
Latinobarómetro; (b) Ayres (1998); (e) Cruz, Trigueros 
y González (2000); (d) Sanjuán (1997); (e) Cruz, 
{l 999). 

Trabajos basados en el Proyecto ACTlV A (Ac­
titudes y Normas Culturales frente a la Violencia), 
realizado en varias ciudades latinoamericanas, 
mostraron que en las ciudades de Santiago de Chi­
le y San José de Costa Rica, los niveles de temor 
por la violencia eran extremadamente altos. En el 
primer caso, como producto de un complejo siste­
ma de interacciones sociales, basadas en la segre­
gación socioeconómica que prevalece en la capital 

chilena (ver Oviedo y Rodríguez, 1999); en el se­
gundo, como producto del impacto de los medios 
de comunicación, entre otras cosas (Fournier, 
1997), 

En todo caso, sea por los niveles altos de vio­
lencia o por los sentimientos sociales de inseguri­
dad ciudadana y frente a la percepción de inefica­
cia de los mecanismos institucionales establecidos 
para hacerle frente a ella, los ciudadanos buscan 
responder a ésta última de maneras que, en el fon­
do y a largo plazo, erosionan la capacidad de la 
sociedad para consolidar los procesos de transi­
ción democrática en aquéllos países donde existen 
o, inclusive, contribuyen a la deslegitimación de 
los sistemas basados en una democracia ya esta­
blecida. De ahí que los altos niveles de inseguridad 
ciudadana, usualmente basados en también elevados 
niveles de criminalidad, no sólo representen un in­
conveniente para el desarrollo económico de un 
país o para el estado de salud de los ciudadanos, 
sino también representan un problema para la esta­
bilidad política de los países, en la medida en que 
la violencia afecta distintos ámbitos de la cultura 
política que sostiene la legitimidad de un régimen 
democrático, o más o menos democrático, frente a 
los ciudadanos. 

2. Democracia y cultura política 

Las democracias o los regímenes políticos que 
tienden a ella requieren de una serie de condicio­
nes que permitan su subsistencia. Estos requisitos, 
según Dahl (1999), son la posibilidad de elegir a 
los funcionarios públicos, un mecanismo de elec­
ciones libres, imparciales y frecuentes; libertad de 
expresión; fuentes alternativas de información; 
una ciudadanía inclusiva y autonomía de las aso­
ciaciones. Aunque, en la práctica, muchos gobier­
nos de América Latina están lejos de respetar y 
hacer valer de forma irrestricta tales condiciones, 
la opinión más generalizada, por el momento, es 
que los países latinoamericanos se encuentran más 
cerca de la democracia liberal -así llamada por 
Diamond (1999)- que de los regímenes autorita­
rios de las décadas anteriores4

• De acuerdo a éste 
último (ibíd), la mayoría de los países latinoameri­
canos se conducen ahora bajo regímenes civiles 
prodemocráticos, que están más cerca de lo que 
O'Donnell ha llamado "democracia delegativa" 

4 .. Aunque hay signos muy preocupantes de procesos de regresión al autoritarismo por senderos nuevos en varios 
países. 
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(1994) 5 que del autoritarismo y los 
régimenes militares o paramilitares, 
predominantes en las décadas anterio­
res. No es el propósito de este artículo 
discutir sobre la condición actual más 
o menos democrática de los regímenes 
políticos latinomericanos, pero es ne­
cesario considerar las condiciones polí­
ticas que predominan en la región. 

Habiendo reconocido las enormes r!/1' ,_,,., 

limitantes que aún enfrentan los más o 
menos nuevos o renovados regímenes 
latinoamericanos para aproximarse a 
los requisitos ideales de la democracia, 
es claro que la instauración de los regí­
menes democráticos no sólo está ase­
gurada por el cumplimiento de tales requisitos. La 
democracia, o un régimen basado en el respeto a los 
derechos de las personas, las libertades civiles y 
elecciones libres, necesita de otras condiciones, al­
gunas menos sistémicas, pero no por ello más 
prescindibles. Las democracias necesitan que las 
instituciones de coerción social, el ejército y la po­
licía estén bajo el control de funcionarios elegibles, 
esto es, fiscalizables y removibles; pero, además, la 
democracia o los regímenes políticos tendientes 
hacia ellas requieren de una cultura política entre 
los ciudadanos -tanto las elites como la ciudada­
nía en general- que apoye y dé legimitimidad al 
sistema de conducción política. Como dice Lipset 
(1996): 

La democracia requiere de una cultura política 
de apoyo a la misma, la aceptación por parte 
de la ciudadanía y de las elites políticas de los 
principios fundamentales de libertad de expre­
sión, libertad de los medios de comunicación, 
libertad de asociación, los derechos de los parti­
dos políticos, el estado de derecho, los derechos 
humanos y otros valores similares. Tales normas 
no se producen de la noche a la mañana. 

Finalmente, un régimen democrático requiere 
de la ausencia de un control exterior hostil a la 
democracia (Dahl, ibíd). 

Algunas de las transiciones políticas de Lati­
noamérica han intentado asegurar la primera con­
dición, la del control de los militares o la de las 

fuerzas policiales por parte de funcionarios elegi­
bles. Por ejemplo, los acuerdos de paz de El Sal­
vador y, en menor medida, los de Guatemala, reti­
raron a la clase militar de las funciones de seguri­
dad pública y se la atribuyeron exclusivamente a 
civiles, que dependen del órgano ejecutivo electo 
periódicamente; en Brasil, aunque un cuerpo poli­
cial sigue estando en manos de militares, la policía 
militar, ésta depende del gobierno estadual, elegi­
do popularmente y periódicamente. Sin embargo, 
las democracias o pseudodemocracias latinoameri­
canas han dedicado menos atención a los asuntos 
de la cultura política de los ciudadanos y a la inje­
rencia extranjera, en sus intentos de consolidación 
institucional. 

Efectivamente, por un lado, ningún acuerdo 
nacional que ha llevado a un país a un régimen 
democrático, o al menos a la transición, ha abor­
dado el problema de la legitimidad más allá de los 
mecanismos institucionales que modifiquen el rol 
de las fuerzas armadas, aseguren el funcionamien­
to del sistema de justicia y garanticen cierta trans­
parencia en las elecciones; el problema de la cul­
tura política se ha dejado, más bien, en manos de 
los académicos o, a lo sumo, de las organizaciones 
de participación ciudadana. Por otro lado, si bien 
el fantasma de la intervención extranjera en los 
procesos de consolidación parece haberse alejado 
con el fin de la Guerra Fría, los nuevos convenios 
de cooperación militar en la lucha contra el narco­
tráfico y la migración ilegal constituyen la actual 

5. En realidad, los regímenes de América Latina de los noventa han recibido una amplia serie de calificativos por 
los teóricos políticos, con los cuales se intenta reconocer el carácter imperfecto de tales democracias. Para una 
discusión más amplia sobre el tema, ver Carreras ( 1999). 
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forma de intervención que, en el futuro, podría te­
ner repercusiones políticas. 

Así, el mayor riesgo de los procesos de transi­
ción y consolidación democrática en América La­
tina no viene del hecho de que los militares y los 
funcionarios del Departamento de Estado estadouni­
dense decidan, de la noche a la mañana, instaurar 
regímenes militares o apoyar opciones políticas ci­
viles de perfil decididamente autoritario. El riesgo 
más plausible, en las actuales condiciones, viene 
de que los ciudadanos mismos aprueben el regreso 
del autoritarismo, como forma de enfrentar el de­
sorden provocado por la criminalidad violenta. 

La violencia que predomina en la mayor parte 
de países latinoamericanos puede afectar las con­
diciones mencionadas anteriormente. En especial, 
puede afectar la cultura política democrática, pues 
la inseguridad convence a muchos ciudadanos de 
la necesidad de restringir ciertas libertades civiles 
--e incluso políticas-- ganadas en la democratiza­
ción y de creer que la democracia no es el mejor 
sistema de gobierno para ganar seguridad pública. 
Consecuentemente, puede reunir acuerdos sociales 
en tomo a la necesidad de devolver poder ilimita­
do a los militares o a las fuerzas de coerción so­
cial. Además, en aquéllos países en donde el nar­
cotráfico y el crimen organizado constituyen una 
causa fundamental de violencia, se pueden favore­
cer los nuevos modelos de cooperación internacio­
nal, permitiendo cada vez 
más intervenciones direc-

grados de autoritarismo en el funcionamiento del 
régimen, tanto como provocar la implantación de 
un régimen decididamente autoritario. 

Sin embargo, este riesgo muy pocas veces ha 
recibido la atención debida. Usualmente, el peligro 
para las incipientes e inestables democracias lati­
noamericanas ha sido avistado, entre otras cosas, 
en las prerrogativas que conservan los militares en 
algunos países (O'Donnell y Schmitter, 1994; Linz 
y Stepan, l996), en el funcionamiento de las insti­
tuciones (Valenzuela, 1992), en el impacto de las 
reformas del Estado para favorecer al modelo eco­
nómico neoliberal (Agüero, 1998), en las crisis 
económicas que restan legitimidad al régimen 
(Linz y Stepan, ibíd), en el problema de la partici­
pación ciudadana en los procesos de rendición de 
cuentas, en el fortalecimiento de las instituciones 
que procuran justicia y en el comportamiento de las 
fuerzas estatales de control social (Agüero, 1998). 
En un repaso de los esfuerzos recientes para estu­
diar la democracia en América Latina realizado 
por Carreras (1999), la criminalidad y la cultura 
política figuraron como algunos de los varios temas 
que han sido estudiados de forma secundaria. 

De ahí que es importante caer en la cuenta del 
impacto que, a través de la cultura política, estaría 
teniendo la violencia sobre los procesos de transi­
ción política y los que, probablemente, ha tenido 
ya en la irrupción de nuevas expresiones de autori-

tarismo que han apare­
cido en la región. 

La violencia que predomina 
en la mayor parte de países 

latinoamericanos puede afectar[ ... ] 
la cultura política democrática, 
pues la inseguridad convence a 

muchos ciudadanos de la necesidad 

tas de las agencias de 
coerción en contra del 
crimen por parte de Esta­
dos Unidos y ofreciendo 
amplio apoyo económico 
y tecnológico a corpora­
ciones militares o poli­
ciales, que no están exen­
tas de sospechas de violar 
derechos humanos. 

El crimen, la violen­
cia y los problemas de in­
seguridad ciudadana que 
predominan al sur del Río 
Grande, constituyen uno 
de los principales proble­
mas para la legitimidad 

de restringir ciertas libertades civiles 
-e incluso políticas- ganadas 
en la democratización y de creer 
que la democracia no es el mejor 

Según Berrocal y 
González, una de las ca­
racterísticas de una cul­
tura política democrática 
es el "rechazo a las solu­
ciones de fuerza para re­
solver los problemas de 
la sociedad" (2000, pág. 
1 ). Esto no sólo deben 
saberlo así los ciudada­
nos, sino que debe ser 
asumido en su quehacer 
cotidiano. La violencia 
prevaleciente en varios 
países de Latinoamérica 
aleja a los ciudadanos de 

sistema de gobierno para ganar 
seguridad pública. 

de la democracia por la 
vía de afectar la cultura política de los latinoame­
ricanos y generar espacios que permitan ciertos 
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ello y, frente a la ausen­
cia de respuestas políti­

cas efectivas, los vuelve más propensos al uso de la 
fuerza, como forma primigenia de resolver sus con-
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flictos. En otras palabras, los elevados niveles de 
violencia impiden -o han impedido- el desarrollo 
de esa cultura política democrática y, antes bien, 
estarían fortaleciendo una cultura política antide­
mocrática y autoritaria, cuyos efectos más destaca­
dos serían cuatro aspectos, en la práctica íntima­
mente vinculados entre sí: (a) una reducción de los 
espacios públicos de participación ciudadana; (b) 
actitudes autoritarias que postergan el respeto por 
las libertades civiles y los derechos humanos, en 
un afán de privilegiar el orden; (c) erosión de la 
confianza en las instituciones políticas del país; y 
(d) simpatías a favor de liderazgos o regímenes de 
corte autoritario. 

3. Reducción de la participación ciudadana y 
del capital social 

En aquellas ciudades o comunidades donde la 
violencia tiene un elevado impacto, una de las pri­
meras respuestas de la gente es alejarse de los es­
pacios en donde la probabilidad de ser víctima es 
mayor. Esto hace que varios espacios públicos de 
las ciudades vayan siendo paulatinamente abando­
nados y que su participación en las actividades co­
munitarias sea cada vez más constreñida, más 
orientada al espacio privado, que fomenta la sen­
sación de seguridad. Las que antes eran comunida­
des y vecindarios abiertos, públicos, se convierten 
en comunidades cerradas y privadas, no sólo se 
restringe a cualquier desconocido el acceso a las 
mismas, sino que las comunidades y los vecinda­
rios se convierten paulatinamente en islotes, fuer­
temente custodiados por vigilantes, sistemas de se­
guridad y la misma sospecha de los vecinos. Esto 
no sólo afecta las posibilidades ciudadanas de li­
bertad dentro de la ciudad, como dice Briceño 
León (1999), sino que, en el fondo, afecta al lla­
mado "capital social" de una población, de la so­
ciedad. 

De acuerdo con Putnam (1993, pág. 167), el 
capital social se entiende como aquellos rasgos de 
la organización social, como confianza, normas y 
redes, que mejoran la eficiencia de la sociedad en 
la medida en que facilitan las acciones coordina­
das". Esto constituye un factor fundamental en la 
construcción y la estabilidad democrática de un 
país. Sin embargo, la violencia y la inseguridad pro-

vocada por aquélla, afectan ese capital social y, 
por ende, pueden debilitar los factores que promue­
ven la estabilidad democrática de un país, pues, 
como dice Ayres (ibíd.), las normas de confianza 
y reciprocidad, básicas para una convivencia so­
cial, son sustituidas por actitudes de desconfianza, 
sospecha y temor. En estas condiciones, la gente 
está menos dispuesta a asociarse y a escuchar las 
iniciativas de sus pares para depender más de sus 
propios recursos, aunque estos sean limitados. 

La inseguridad generada por la violencia trae 
consigo la desconfianza interpersonal. Una comu­
nidad aterrorizada por la violencia suele descon­
fiar de los desconocidos, de las personas diferen­
tes y de la organización con personas que desco­
noce. La desconfianza impone patrones de con­
ducta que obstaculizan la integración comunitaria 
y reducen la tolerancia a lo desconocido, que se 
plantea diferente. 

Como dicen Oviedo y Rodríguez (1999), la 
percepción de inseguridad afecta a la vida social: 
las relaciones sociales disminuyen, se tiende a la 
reclusión y se pierden los lugares públicos de en­
cuentro. La ciudad tiende a la privatización de sus 
espacios ( ... ) dado que los espacios públicos no 
protegen al ciudadano (pág. 284). Una in:vestiga­
ción en Jamaica mostró que en las comunidades 
con mucha violencia, las asociaciones informales 
comunitarias quedaban sin espacios para la consti­
tución. Los salones de baile, los clubes juveniles y 
las instalaciones deportivas habían dejado de fun­
cionar como sitios de encuentro de los jóvenes y 
habían sido tomadas por las pandillas o simple­
mente habían sido abandonadas (Moser y Holland, 
1997t. 

La participación, entonces, se restringe a la de­
fensa de lo privado, dado que lo público se da ya 
por perdido. En la defensa de los privado, las per­
sonas y sus comunidades se encargan de proteger 
su territorio, como las pandillas juveniles, y se des­
preocupan de lo público, de lo nacional, de lo com­
partido. Lo público se deja, cuando mucho, a las 
fuerzas del Estado y si éste no Jo hace o da mues­
tras de no poder hacerlo, nadie hace nada por pro­
tegerlo con excepción de los que se preocupan por 
limpiarlo socialmente. Es, entonces, cuando la so­
luciones son planteadas en términos de privati-

6. Además, según el mismo estudio, la violencia impide el mantenimiento o instalación de la infraestructura para el 
encuentro comunitario, agravando aún más las posibilidades de asociación de la comunidad (ibíd). 
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zación; para "salvar" una zona del vencindario, de 
la ciudad o, incluso, del país, ésta debe ser conce­
dida por el Estado -el garante de lo público- a 
un particular o a una asociación de particulares 
que la hará suya, que pondrá barreras, diseñará 
controles para el tránsito y para su uso público, 
esto es, que la privatizará. Es así como la violen­
cia, además, se puede tomar en un mecanismo 
para la privatización social y económica de los es­
pacios públicos e indirectamente de la participa­
ción de los ciudadanos. Como lo sugiere Carrión 
(1994), la violencia debilita lo público como ins­
tancia de socialización y se privilegia lo privado. 
La interacción social y la 
comunicación de los ha-

o sencillamente ciudadanos diferentes, como la 
mejor defensa de su comunidad, de su ciudad o de 
su país. Las organizaciones comunitarias basadas 
en la horizontalidad de sus miembros y con un 
sentido de igualdad, son sustituidas por organiza­
ciones jerárquicas en donde un padrino o un grupo 
de ellos -con un historial personal de afiliación 
militar o policial- se convierten en los especialis­
tas y los más conocedores de cómo enfrentar la 
violencia. 

4. Actitudes hacia el autoritarismo 

La violencia y la de-
1 incuencia, así como 

bitantes y el aprendizaje 
de las nuevas generacio­
nes depende entonces 
más de los agentes me­
diáticos que del contacto 
personal, depende más de 
las agencias alternativas 
de socialización que del 
barrio y la comunidad. 
Los medios de comunica­
ción electrónicos sustitu­
yen las relaciones inter­
personales cara a cara, y 
éstos, a su vez, contribu-

Como dicen Oviedo y Rodríguez 
(1999), la percepción de inseguridad 

afecta a la vida social: 

también la inseguridad 
ciudadana provocada 
por aquéllas, no sólo 
afecta al capital social, 
esto es, a la participa­
ción y a los espacios yú­
blicos de una sociedad, 
también afecta a lo más 
subjetivo de los ciuda­
danos: sus actitudes, 
normas y valores de or­
den político, es decir, lo 
que más clásicamente 

las relaciones sociales disminuyen, 
se tiende a la reclusión y se pierden 
los lugares públicos de encuentro. 

La ciudad tiende a la 
privatización 

de sus espacios [ ... ] 

yen a fomentar la imagen de un mundo externo 
hostil e inseguro. Se difumina así el compromiso 
social para con el vecino, para con el compañero 
que vive en la otra calle o en el otro edificio, y se 
diluyen las responsabilidades sociales sobre los 
demás, sobre el más necesitado o el más débil, se 
erosionan las actitudes de cooperación y de cohe-
sión. 

Aunque se podría argumentar también que la 
inseguridad provocada por la violencia estimula la 
participación ciudadana en redes comunitarias y 
de apoyo, al comprometer a los vecinos a organi­
zarse con tal de luchar en contra del flagelo, la 
mayor parte de casos que vemos a diario en las 
complejas sociedades urbanas más afectadas por la 
violencia muestran que tales organizaciones, mar­
cadas por el miedo, muchas veces -aunque no 
todas-- degeneran en una fuerte tendencia a la pa­
ranoia social. Hay casos en los cuales una asocia­
ción, que se articula con el propósito de defender 
el barrio, termina dando paso a grupos de limpieza 
social que llegan a interpretar el ataque hacia los 
sospechosos, sean estos delincuentes, subversivos 
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puede llamarse cultura 
política. La percepción del caos, de la incertidum­
bre cotidiana, promueve actitudes y valores que 
surgen para responder rápida y eficazmente al pro­
blema de la anarquía percibida a causa de la crimi­
nalidad (Cruz, 1999b ). En otras palabras, se forta­
lecen actitudes y normas que privilegian el orden, 
la sumisión absoluta a la autoridad y el uso de la 
fuerza para mantener el status quo o lo que debe­
ría ser el status quo. Estos componentes subjetivos 
se orientan, más bien, al autoritarismo y no a la 
democracia. 

En esas condiciones, las personas abrumadas 
por lo que consideran un peligro inminente contra 
su propia vida o integridad física, comienzan a pri­
vilegiar el valor del orden social por sobre otros, 
que son promovidos por las aperturas democráti­
cas, como las libertades civiles y los derechos hu­
manos. El Latinobarómetro de 1996 reveló que el 
mantenimiento del orden constituía el valor más 
importante en siete de los diez países incluidos en 
la encuesta: Bolivia, Colombia, Chile, México, 
Perú, Venezuela y España, por sobre otros valores 
como la libertad de expresión, la participación ciu-
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dadana y el control del alza de precios (Linz y 
otros, 1998). 

Más aún, en algunos casos, la incertidumbre 
creada por la criminalidad y la presencia de un dis­
curso instigador desde las elites y desde los me­
dios de comunicación, provoca que los ciudadanos 
no sólo desestimen el valor de los derechos huma­
nos y las libertades civiles para privilegiar el orden, 
sino que, inclusive, lo rechacen, al menos ver­
balmente. En El Salvador, una campaña por parte 
de dirigentes políticos -vinculados a los regímenes 
militares del pasado- ha señalado a las reformas 
garantistas del sistema judicial implementadas des­
pués de la guerra -las cuales aseguran el respeto a 
los derechos humanos--- como las responsables del 
elevado índice delincuen-

victimizadas más intensamente en el último año, 
tendieron a presentar más actitudes que favorecían 
la violencia (aprobación por resolver conflictos de 
manera violenta, justificación del uso de la violen­
cia, aprobación del uso de armas) que aquellas que 
no fueron víctimas de la violencia o que lo fueron 
en menor medida. En sentido contrario, Moreno 
Martín (1999), usando los datos de ACTIVA para 
Madrid, halló que las personas con actitudes de 
corte autoritario, es decir, que justifican acciones 
extrajudiciales por parte de la policía, con poca 
tolerancia a la diversidad y que piensan que los 
militares son la mejor respuesta para la violencia, 
son más propensas a manifestar conductas violen­
tas en contra de otras personas -sea dentro o fue-

ra del hogar-. 

cia! que enfrenta ese pe­
queño país centroamerica­
no. La campaña ha tenido 
un significativo impacto 
en la población. En una 
encuesta realizada local­
mente, un poco más del 
75 por ciento de los ciu­
dadanos estuvo de acuer­
do con la idea de que los 
"derechos humanos favo­
recen a los delincuentes y 

La violencia y la delincuencia [ ... ] 
también afecta a lo más subjetivo 

de los ciudadanos: 

Sin embargo, más 
allá de esos casos con­
cretos, los datos de tal 
estudio muestran que en 
la mayor parte de las 
ciudades estudiadas (Sal­
vador de Bahía, Cali, 
Caracas, Madrid, Río de 
Janeiro, San José y San 
Salvador) las personas 
que han sido victimiza-

sus actitudes, normas y valores 
de orden político, es decir, 
lo que más clásicamente 

puede llamarse cultura política. 

así no se puede acabar 
con ellos" (Instituto Universitario de Opinión Pú­
blica, 1998). Algo similar ha sucedido en Guate­
mala, en donde el apoyo a esta idea fue del 55 por 
ciento (O'Shaughnessy, Dodson y Jackson, 2000). 
En Río de Janeiro, una pesquisa encontró que el 
63.4 por ciento de los encuestados creía 
que "dado que los delincuentes no res-
petan los derechos, no deberían respetar-
se los de ellos" (Chaves, 1999). 

Y es que la violencia, al final, tam­
bién puede ser producto de actitudes 
autoritarias, que reflejan poco respeto 
a los derechos ciudadanos y a la tole­
rancia. Varios análisis realizados sobre 
el Estudio ACTIVA de la OPS mostra­
ron la enorme vinculación entre la vio­
lencia y las actitudes autoritarias. Cruz 
(1999c) encontró que en San Salvador, 
las personas que han sufrido más por 
la violencia, es decir, que han sido 

das por la violencia 
tienden a justificar con 

más frecuencia las limpiezas sociales ("Aprobaría 
que un grupo de personas comenzara a hacer lim­
piezas sociales"), a defender el supuesto derecho 
de que los ciudadanos tomen la justicia por sus 
propias manos7 e inclusive a justificar las acciones 

7. Esto es parte de un análisis hecho por el autor sobre la base de datos del Estudio ACTIVA. 
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extrajudiciales por parte de la policía (Briceño­
León, Piquet Cameiro y Cruz, 1999). 

Pero el impacto psicosocial de la violencia en 
los países latinoamericanos -y probablemente en 
otros países también- no sólo se expresa en tér­
minos de actitudes que privilegian el orden, la au­
toridad y la agresión por sobre la libertad, los de­
rechos humanos y la tolerancia, sino que, además, 
contribuye a la creación de estereotipos (Martín­
Baró, 1992). Como ya se ha visto más arriba, la 
violencia y la inseguridad ciudadana erosionan las 
redes de interacción social, aislando a las comuni­
dades y a los grupos. La inseguridad provoca tam­
bién que las personas busquen identificar el origen 
de la inestabilidad social en "otros" y, por lo gene­
ral, lo hacen atribuyéndoselo a los grupos más dé­
biles política y culturalmente con respecto al or­
den establecido. De ahí que, como respuesta a la 
violencia, es usual que surjan voces identificando 
como delincuentes a los jóvenes, a los indígenas, a 
los inmigrantes o a cuanta persona parezca dife­
rente a lo "normal". En nombre de la seguridad 
ciudadana -y con un relativo amplio apoyo ciu­
dadano-- se descalifican a tales grupos, se les 
controla policialmente y se les segrega socialmen­
te; inclusive, se justifican los abusos en contra de 
ellos. En estas circunstancias y bajo una aparente 
ola de clamor social -invariablemente promovida 
por los medios de comunicación-, leyes y proce­
dimientos judiciales son reformados para combatir 
con "más efectividad" la violencia, pero tales re­
formas sólo consiguen hacer más vulnerables a los 
ciudadanos frente a los abusos de las fuerzas del 
Estado, creando aún más el sentido de desprotec­
ción social y de desorden 8

• 

Todo lo anterior contribuye, además, a que los 
ciudadanos pierdan su confianza en las institucio­
nes y en los mecanismos institucionales del país, 
diseñados para proteger los derechos fundamenta­
les de los ciudadanos. 

S. La erosión de la confianza en las instituciones 

Uno de los efectos sociales más visibles debi­
dos a los niveles de violencia elevados en la cultu­
ra política de los ciudadanos, es la erosión de la 

confianza en las instituciones del país. Frente a 
niveles endémicos de violencia y delincuencia, las 
instituciones nacionales encargadas de controlarlas 
se ven rápidamente sobrepasadas. Los habitantes 
dejan de confiar en las instituciones cuando co­
mienzan a .darse cuenta de que las mismas no son 
capaces de protegerlos de la posibilidad de ser víc­
timas de la violencia, y cuando perciben que, ya 
sea por acción u omisión, las autoridades, de algu­
na forma, son parte de la misma violencia. El efecto 
más visible e inmediato de ello es el descenso en 
las tasas de denuncia del delito: la gente comienza 
alejándose físicamente de las instituciones para 
luego alejarse políticamente de las mismas. 

La policía, las procuradurías o fiscalías y el 
sistema judicial son las primeras en sufrir del es­
cepticismo ciudadano, el cual se desplaza al resto 
de instituciones nacionales cuando se descubren · 
las implicaciones políticas de las acciones institu­
cionales. La desconfianza se generaliza a las insti­
tuciones políticas: el parlamento, el Ejecutivo y 
los gobiernos locales. Urgidos por la inseguridad, 
los ciudadanos exigen mecanismos de combate 
contra el crimen, que no perciben de las institucio­
nes llamadas para ello. Y no sólo eso. Al confiar 
menos en las instituciones y en los mecanismos 
establecidos, pasan a depender más de mecanis­
mos alternativos no legales para llenar el vacío de 
seguridad dejado por las instituciones. De confiar 
en la policía, la gente pasa a confiar en el cada vez 
más creciente cuerpo de vigilantes privados; de 
confiar en el sistema judicial, la gente pasa a con­
fiar en mecanismos para hacer justicia y cobrar las 
cuentas de forma privada ( organizan linchamientos, 
como en Guatemala y México, o usan el sicariato, 
como en Colombia y El Salvador). Como resulta­
do, los habitantes ya no utilizan los mecanismos 
legales y a las instituciones ya no se les exigen ni 
requieren sus funciones fundamentales. La gente 
se desatiende de ellas, se despreocupa por pedirles 
cuentas y por analizar su eficiencia porque ya no 
espera mucho de ellas, y lo único que prevalece 
entonces es la crítica constante que descalifica su 
legitimidad. Esto sólo provoca que las institucio­
nes que, en algún momento, estaban sometidas al 
escrutinio y a las demandas ciudadanas, se vean 

8. En algunos países, tales reformas se han hecho sobre los nuevos marcos jurídicos garantistas, lo que al final 
provoca legislaciones confusas con espíritus heterogéneos, que sólo consigue que la justicia se aplique de forma 
discriminada, castigando duramente a los más vulnerables y asegurando más allá de las garantías fundamentales 
a los poderosos. De esta manera, la inseguridad pública pasa a ser inseguridad jurídica e inseguridad institu­
cional. 
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libres de estos porque la gente ya no está dispuesta 
a depender de dichas instituciones, por lo que se 
ven liberadas del control ciudadano. Al final, las 
instituciones terminan comportándose sin el apre­
mio público, con más libertades para satisfacer in­
tereses privados y para alejarse de sus compromi­
sos básicos, o invitan tácitamente a los ciudadanos 
a que busquen la seguridad por su propia cuenta, 
de forma privada. Un ejemplo de esto último lo 
constituye la reciente aprobación de una ley de ar­
mas en El Salvador, que autoriza a los ciudadanos 
a adquirir armas largas como forma de defenderse 
de la delincuencia. 

Todo esto se traduce en desconfianza en el 
sistema de instituciones democráticas, porque las 
instituciones que deben enfrentar el problema de 
la violencia son aquéllas que deben mediar para 
satisfacer y asegurar los derechos fundamentales 
de la población. Al no cumplir con sus objetivos, 
los ciudadanos perciben 

cracia comienza a cuestionarse, sobre todo por 
quienes sus precarias condiciones de vida les ante­
ponen la necesidad de subsanar sus urgentes nece­
sidades vitales, las cuales no han sido cubiertas o 
facilitadas por las instituciones llamadas a salva­
guardar sus derechos. 

6. El apoyo a opciones políticas autoritarias 

En el ámbito de la cultura política, la violencia 
no sólo trae como consecuencia todo lo anterior. 
No sólo contribuye a erosionar las redes sociales y 
el capital social, a fomentar actitudes autoritarias y 
la desconfianza en las instituciones del país, sino 
que también, en términos más sociopolíticos, trae 
consigo, o al menos puede traer consigo, el apoyo 
de ciertos sectores de la población hacia lideraz­
gos políticos de corte autoritario, con poco respeto 
por la institucionalidad del país y con una clara 
vocación de intolerancia política. 

Frente a la percep­
que el Estado no es capaz 
de proveer seguridad y 
protección a sus derechos 
más fundamentales, con 
lo cual se erosiona la cer­
tidumbre sobre todo el 
sistema. Piquet Carneiro 
(1998, pág. 19) argumen­
ta -sobre la base del Es­
tudio ACTIVA- que un 

Los habitantes dejan de confiar 
en las instituciones 

ción de caos e inseguri­
dad generados por la de­
lincuencia, lo cual pare­
ce rebasar la capacidad 
de las instituciones for­
males, muchos ciudada­
nos comienzan a pre­
guntarse si no eran me­
jores los tiempos en que 

cuando comienzan a darse 
cuenta de que las mismas 

no son capaces 
de protegerlos ... 

"débil desempeño de las 
instituciones de seguridad y justicia -institucio­
nes que están envueltas en la promoción de los 
derechos civiles- combinado con factores cultu­
rales, afecta fuertemente el apoyo del público al 
sistema social y político y de esta forma llegan a 
comprometer el funcionamiento de las institucio­
nes políticas". 

Así, aunque la desconfianza en las institucio­
nes no es suficiente para erosionar la legitimidad 
del sistema político (Easton, citado por Seligson y 
otros, 2000), en la medida en que el desencanto 
institucional está acompañado de anomia y valores 
culturales autoritarios, el continuo desgaste de la 
credibilidad pública en las instituciones fundamen­
tales del país, tarde o temprano comienza a afectar 
la confianza difusa en la institucionalidad y la le­
gitimidad vigente. No sólo las entidades se vuel­
ven poco creíbles, sino que, además, se cuestiona 
el sistema que las promueve y las defiende como 
necesarias. Lo que se ha presentado como demo-

los regímenes militares 
gobernaban la región, 

cuando la falta de libertades políticas estaba com­
pensada por ciertos niveles de seguridad pública, 
garantizada por el control castrense del Estado 
( claro, eso si la persona se mantenía fuera de la 
política o de los movimientos sociales). 

La necesidad de mano dura frente a los delin­
cuentes, de un sistema de vigilancia social efecti­
va, puede llevar -y ha llevado ya- a amplios 
sectores de la población a apoyar opciones políti­
cas, cuya bandera más visible es la severidad con­
tra los delincuentes, quienes no sólo constituyen 
una amenaza contra la seguridad pública, sino 
también un peligro para el orden social estableci­
do. La mano dura se ha vuelto una de las exigen­
cias políticas más frecuentes planteadas a las im­
perfectas democracias latinoamericanas de fin de 
siglo. Esto no sólo sucede en términos de movi­
mientos sociales, sino también en las urnas. El 
mejor ejemplo de esto lo constituyen las recientes 
elecciones guatemaltecas, en las cuales el ahora 
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presidente movió simpatías a su favor al declarar 
que de la misma manera en que había matado gen­
te para defender su vida, era capaz de hacer lo 
necesario para defender la vida de los guatemal­
tecos, refiriéndose claramente a la ola delincuen­
cia! que azota al país más poblado de Centroamé­
rica9. 

Pero el apoyo hacia figuras autoritarias no sólo 
puede expresarse en los mecanismos establecidos 
institucionalmente; no sólo se ha expresado a tra­
vés de elecciones normales, también puede expre­
sarse en términos antiinstitucionales y decidida­
mente antidemocráticos. En una investigación re­
ciente sobre cultura política en El Salvador, Selig­
son y otros (2000) encontraron que el hecho por el 
que más salvadoreños estarían dispuestos a apoyar 
un golpe de Estado por parte de los militares es el 
de la delincuencia. En otras palabras, más del 50 
por ciento de los salvadoreños dijo que apoyaría 
un golpe de Estado con tal de instituir un régimen 
que fuese capaz de combatir la criminalidad 10

• Es­
tos datos no deben interpretarse como la posibili­
dad de un golpe de Estado en ese país, pero sí 
indican el impacto significativo que tienen los ele­
vados niveles de violencia en las actitudes políti­
cas. 

Este respaldo a las opciones políticas autorita­
rias parece ser un factor más elaborado de las acti­
tudes que privilegian las respuestas de corte auto­
ritario e ilegal como forma de combatir la delin­
cuencia. Pero, además, muestran que con tal de 
ganar seguridad, y frente a la percepción de inope­
rancia institucional, algunas personas estarían dis­
puestas a prescindir de regímenes de orientación 
democrática, o al menos pseudodemocráticos, con 
tal de ganar la tan ansiada seguridad. Y es que 
esto remite a la forma en que la democracia fun­
ciona para los ciudadanos. La presencia de eleva­
dos niveles de violencia y delincuencia se consti­
tuye, para ciertos sectores de la población, en la 
mejor prueba de que la democracia --o lo que se 
les ha presentado como tal- no es útil para resol-

ver los problemas fundamentales del país. Si la 
democracia, o lo que se ha presentado como tal, 
no es capaz de resolver los problemas fundamen­
tales de la sociedad, de asegurar el respeto al dere­
cho básico de la vida, por ejemplo, las respuestas 
comienzan a buscarse en otro tipo de régimen. 

A final de cuentas, esto ya ha sucedido en otras 
latitudes y en otras épocas. Al hacer un estudio de 
los niveles de criminalidad en los países de Euro­
pa, en el período entre las dos guerras mundiales, 
Bermeo (sin lecha) encontró que en aquellos paí­
ses en donde la criminalidad era elevada y el go­
bierno fue incapaz de responder efectivamente a la 
necesidad de protección pública, los ciudadanos 
terminaron apoyando grupos que destruyeron las 
democracias e instauraron regímenes totalitarios. 
De ahí que no hay razones para pensar que los lati­
noamericanos estamos exentos de ello, sobre todo 
considerando nuestras herencias autoritarias. 

7. Reflexiones finales 

El impacto de la violencia y la inseguridad ciu­
dadana sobre la cultura política de los ciudadanos 
de un país no se da en forma lineal y sencilla. 
Todos los efectos analizados anteriormente, la ero­
sión de la participación social, las actitudes autori­
tarias, la desconfianza en las instituciones y el 
apoyo a un régimen de corte autoritario, no se pre­
sentan de forma singular. 

El apoyo a un sistema autoritario, a un líder de 
mano dura -sea éste civil o militar-, como res­
puesta a la ansiedad por la violencia, tiene detrás 
la presencia de actitudes que privilegian el orden 
social por sobre las libertades y el uso mismo de 
la violencia con tal de contener la digresión; tam­
bién tiene detrás la ausencia de participación en 
las redes sociales o el aislamiento comunitario 
causado por la misma violencia o por el miedo, el 
cual, a su vez, estimula las actitudes de paranoia 
social y de miedo. Las personas son incapaces de 
establecer relaciones basadas en la confianza so-

9. Un caso similar puede encontrarse en las elecciones municipales cecientemente celebradas en El Salvador. El 
candidato ganador del gobierno de la tercera ciudad más importante del país, San Miguel, perteneciente a un 
partido con pocas probabilidades de vencer, fue previamente vinculado con grupos de exterminio social de 
pandilleros, y buena parte de su "metacampaña" fue desarrollada con un perfil de intolerancia en contra de la 
delincuencia. 

10. La misma investigación reveló que un 28 por ciento apoyaría un golpe de Estado por mucho desempleo, un 26 
por ciento lo haría en una situación de mucha inestabilidad social provocada por huelgas o protestas, y menos 
del 20 por ciento respaldaría una asonada militar, si cualquiera de las extremas ganara las elecciones (ibídem). 
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cial porque no atinan a entender com­
pletamente el origen del peligro; por 
tanto, fortalecen su ostracismo comu­
nitario, crean estereotipos y desconfían 
de las instituciones públicas, que no 
han sido capaces de asegurar sus pro­
pios derechos. Como dicen Holston y 
Caldeira al reflexionar sobre Brasil: 
"cuando el componente ciudadano es 
desacreditado, grupos sociales de todos 
los niveles apoyan la privatización de 
la justicia y la seguridad y la medidas 
extralegales de control por parte de las 
instituciones del Estado particularmen­
te la policía" (1998, pág. 281 ). 

La violencia y la histeria generada 
por ésta en varios países de Latinoamérica termina 
alimentándose de esta cultura política también. El 
miedo y los estereotipos generan gente más dis­
puesta a atacar frente a cualquier asomo de peligro 
de parte de aquéllos que son percibidos diferentes. 
Actitudes de corte autoritario justifican el uso de 
la violencia y el menosprecio a la legalidad con tal 
de ganar más seguridad privada, pero generando 
más inseguridad pública. La falta de participación 
ciudadana en redes sociales virtuosas abre los es­
pacios para esa inseguridad pública, porque no se 
debilitan los acuerdos sociales vigentes que asegu­
ran bienestar para la mayoría, al aferrarse al bie­
nestar privado y para la minoría que puede pagar­
lo. Y no sólo eso. La falta de espacios públicos 
provoca que las nuevas generaciones se socialicen 
cada vez más con los agentes mediáticos y cada 
vez menos con su propia comunidad, reduciendo 
los vínculos de responsabilidad comunitaria. 

La inseguridad pública impacta en la cultura 
política de los latinoamericanos y no sólo a través 
de los factores referidos en este pequeño artículo, 
pues pueden haber otros tanto o más importantes 
que los citados. No obstante, se han querido mos­
trar algunos de los que se presentan con más clari­
dad y que, a la hora de escribir este trabajo, ya han 
dado testimonio de su impacto en la cultura políti­
ca de los latinoamericanos. Eso no quiere decir, 
sin embargo, que la región está deci,didamente 
frente a una nueva ola de regresiones autoritarias; 
quiere decir, más bien, que los riesgos están ahí, 
siguen estando ahí, en la misma forma en que se 
vive la cotidianidad de la violencia. Hay que tener 
claro que todo lo anterior es parte del dinamismo 

de una cultura política que se transforma o que se 
consolida de forma antidemocrática, porque los 
ciudadanos siguen sin percibir respuestas eficien­
tes a su demanda de desarrollo social con paz y 
tranquilidad. 

Y es que todo ello no se da fuera de otros con­
textos. Los países latinoamericanos no sólo en­
frentan problemas de violencia, también siguen sin 
escapar de la pobreza endémica, de la injusticia 
social, de la corrupción generalizada, de la depre­
dación del medio ambiente, del fantasma de las 
dictaduras, etc. La violencia y sus efectos sobre la 
cotidianidad de la región está marcada, posibilita­
da y establecida gracias a esos problemas, pero 
ella ha sido parte de los mismos, ella los ha hecho 
más urgentes y ella contribuye a mantenerlos vi­
gentes. Este ha sido uno de los círculos viciosos 
de la historia latinoamericana. Lo peor es que, fi­
nalizadas las guerras civiles, las dictaduras milita­
res y la mayor parte de los movimientos revolu­
cionarios nos hemos creído la historia de que la 
violencia es una cosa del pasado, cuando la misma 
permanece en nuestros propios temores y desespe­
ranzas. 

América Latina sigue siendo una región vulne­
rable y, a la luz de los últimos sucesos en varios 
países, el fantasma del autoritarismo sigue rondán­
dola encarnado en la violencia. Muy poco se pue­
de hacer para asegurar la utopía de democracia, 
libertad, justicia e igualdad, si no caemos en la 
cuenta de que no hemos dejado de adorar a ese 
dios de la violencia, que vive y se fortalece de 
nuestras propias desilusiones. 
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